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Boletín Nº 7.239-08
Proyecto de ley que establece las bases y procedimientos de fijación de tarifas de los servicios de gas en la XII Región.

M E N S A J E  N° 289 - 358/
A S.E. EL 

PRESIDENTE
DEL   H. 

SENADO.
Honorable Senado:

En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley mediante el cual se establecen las bases y procedimientos para la fijación de tarifas de los servicios de gas y servicios afines prestados por las distribuidoras de gas de red de la XII Región de Magallanes y de la Antártica Chilena y se modifica en lo pertinente con lo anterior el decreto con fuerza de ley Nº 323, de 1931, del Ministerio del Interior, Ley de Servicios de Gas.

I. ANTECEDENTES Y FUNDAMENTOS.

El decreto con fuerza de ley Nº 323, de 1931, del Ministerio del Interior, Ley de Servicios de Gas, en adelante la “Ley”, establece como regla general la libertad tarifaria para las empresas en la prestación de servicios de distribución de gas y de servicios afines. En efecto, señala el artículo 30 de la Ley que “las empresas de gas que realicen suministro de este producto a consumidores, o entre sí, fijarán los precios o tarifas del suministro de gas y de los servicios afines que correspondan” y que en este caso, el “esquema tarifario que establezca libremente cada empresa de servicio público de distribución deberá determinar sectores de distribución en los cuales los precios de venta a consumidores, con consumo de similares características, sean los mismos, de tal forma que no se produzca discriminación entre ellos”.

Sin perjuicio de lo anterior, el legislador estableció que tal régimen no es aplicable respecto a los suministros y servicios de gas que las empresas distribuidoras de gas de la XII Región de Magallanes y de la Antártica Chilena efectúen a sus consumidores, caso en el cual las fórmulas tarifarias se deben determinar de acuerdo a un procedimiento reglado. 
La decisión del legislador de exceptuar del régimen general de libertad tarifaria, y por ende de fijar las tarifas en la XII Región de Magallanes y de la Antártica Chilena se debe justamente a las características especiales del mercado del gas en dicha región, donde el uso de combustibles alternativos al gas resulta económicamente inviable dado su mayor precio relativo y al hecho que la distribución de gas en esa zona es de por sí un monopolio natural.

Sin embargo, la legislación vigente no contempla ni una metodología ni un procedimiento para la fijación de las tarifas del servicio de gas y servicios afines prestados por las distribuidoras de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.

En el año 1989, la Ley fue modificada por la ley No. 18.856, la que incluyó un artículo delegatorio de facultades legislativas al Ejecutivo para que, dentro de un plazo de 90 días contado desde la publicación de esta última, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, establezca las bases, normas, procedimiento de cálculo y período de vigencia a que deberán ajustarse las tarifas, tasa de costo anual de capital y aportes de financiamiento reembolsables y establezca la metodología de cálculo, reajustabilidad y plazos de vigencia de los elementos de costos e inversiones que se utilicen en los cálculos referidos a la condición legal que activa la solicitud de fijación tarifaria. Dicho período de tiempo, sin embargo, transcurrió sin haberse dictado los correspondientes decretos. 
Actualmente existe una sola empresa de servicio público de distribución que suministra y presta el servicio de gas y servicios afines en las comunas de Punta Arenas, Puerto Natales y Porvenir, lo que hace necesario regular la forma en que se fijarán las tarifas en dichas zonas en conformidad a lo señalado anteriormente. 

El Gobierno aprecia en forma muy especial la preocupación y  apoyo que han otorgado  los parlamentarios de la zona, los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi y Pedro  Muñoz y Honorables Diputados señores Carolina Goic y Miodrag Marinovic, para regular adecuadamente la forma de cálculo del valor agregado de distribución del gas.

II. CONTENIDO DEL PROYECTO.
El presente proyecto de ley establece las bases y procedimientos para la fijación de tarifas de los servicios de gas y servicios afines prestados por las empresas distribuidoras de gas en la XII Región de Magallanes y Antártica Chilena. Para estos efectos, diferencia dos componentes dentro de la tarifa de servicio de gas por red: el  valor del gas al ingreso del sistema de distribución y el valor agregado de distribución del gas.
El proyecto indica que la metodología para la determinación del valor del gas al ingreso del sistema de distribución que se traspasará a tarifas deberá corresponder a una gestión de compra o producción económicamente eficiente. Para tal efecto, podrán ser considerados los propios contratos que la empresa distribuidora posea para su abastecimiento de gas y servicio de transporte, en la medida que respondan a tales criterios de eficiencia dadas las condiciones del mercado. Alternativamente, podrán considerarse condiciones de abastecimiento que posean otros grandes consumidores u otras empresas de distribución de la región, así como también otros antecedentes que permitan modelar una contratación eficiente o utilización eficiente de instalaciones propias para proveerse del gas y trasporte requeridos. 
Respecto del valor agregado de distribución, el proyecto de ley indica que éste se debe determinar en base a los costos indispensables de una empresa eficiente en su plan de inversión y explotación, utilizando la tecnología de mayor eficiencia disponible en el mercado, que aproveche las economías que puedan producirse con la provisión de otros servicios diferentes al regulado y que posee una rentabilidad del proyecto igual a la tasa de costo de capital determinada para dicho proceso tarifario. 

El valor agregado de distribución y la metodología para establecer el valor del gas al ingreso del sistema de distribución serán determinados por la Comisión Nacional de Energía sobre la base de un estudio de costos licitado y contratado por ella, coordinado por un comité multipartito y financiado por la empresa distribuidora sujeta a tarificación. Finalmente, las tarifas del servicio de distribución de gas en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena serán construidas por la Comisión Nacional de Energía a partir de la suma de estas dos componentes de costos.

El comité multipartito que supervisará la realización del estudio de costos del valor agregado de distribución estará conformado por un representante de la empresa, uno del Ministerio de Energía y uno de la Comisión Nacional de Energía, de modo tal de hacer partícipes del proceso de fijación de tarifas a los distintos actores involucrados.

Las bases para la elaboración del estudio de costos del valor agregado de distribución y de la metodología para establecer el valor del gas al ingreso del sistema de distribución serán definidas por la Comisión Nacional de Energía. En las bases deberá explicitarse también la metodología de cálculo de la tasa de costo de capital, la que en todo caso deberá seguir lo establecido en el artículo 32º del DFL Nº323 actual. Las bases del estudio podrán ser observadas por la empresa distribuidora y se permitirá la constitución de un comité de peritos que resuelva las controversias frente a las observaciones presentadas.

El proyecto de ley indica que sobre la base del estudio de costos del valor agregado de distribución y de la metodología para establecer el valor del gas al ingreso del sistema de distribución, la Comisión Nacional de Energía elaborará un informe técnico, el cual podrá ser observado por la empresa, permitiéndose también en este caso la posibilidad de constituir un comité de peritos que resuelva las controversias frente a las observaciones presentadas.

Las fórmulas tarifarias resultantes para la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena serán elaboradas por la Comisión Nacional de Energía sobre la base del informe técnico definitivo y fijadas mediante decreto supremo del Ministerio de Energía. Estas fórmulas tarifarias tendrán una vigencia de cinco años, con un mecanismo de indexación de las tarifas.

El proyecto de ley establece, asimismo la posibilidad de revisar en forma extraordinaria la metodología de cálculo del valor del gas al ingreso del sistema de distribución si en el período que media entre dos fijaciones tarifarias cambiasen significativamente las condiciones de abastecimiento de la distribuidora. 
Finalmente, el proyecto establece un sistema de solución de controversias de carácter técnico, llenando un vacío que contiene la Ley actualmente. Hoy en día la solución de conflictos de materias que requieren conocimientos técnicos altamente especializados, como las que se regulan en este proyecto de ley, ya no se entregan directamente a la competencia de los tribunales ordinarios sino a la de tribunales arbitrales, comisiones periciales o paneles de expertos. Estas instancias han contribuido a prevenir y resolver conflictos de esta índole en forma eficaz y expedita. Por ello, dentro del procedimiento de fijación tarifaria propuesto, se contemplan instancias de comisiones periciales, tanto al inicio, para definir el marco en que se realizará el estudio de costos, como al final del proceso, para dirimir discrepancias en los resultados.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

P R O Y E C T O  D E  L E Y

Artículo primero.- 
Modifícase el artículo 34º del Decreto con Fuerza de Ley N° 323, de 1931, del Ministerio del Interior, Ley de Servicios de Gas, en el siguiente sentido: 


1)
Reemplázanse en el inciso primero los términos “los suministros y servicios de gas” por “los servicios de gas y servicios afines” y “efectúen” por “presten”.

2) 
Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: “Una ley especial establecerá las bases y procedimientos mediante los cuales se fijarán las formulas tarifarias para los servicios de gas y servicios afines prestados por las empresas mencionadas en el inciso anterior.”.
Artículo segundo.- Apruébase el siguiente texto de la “Ley que establece las bases y procedimientos para la fijación de tarifas de servicios de gas y servicios afines prestados por las empresas de distribución de gas en la XII Región de Magallanes y la Antártica Chilena”:
“Artículo 1º.- 
Conforme a lo establecido en el inciso segundo del artículo 34º del Decreto con Fuerza de Ley N° 323, de 1931, del Ministerio del Interior, Ley de Servicios de Gas, las fórmulas tarifarias para los servicios de gas y servicios afines que las empresas distribuidoras de gas de la XII Región de Magallanes y la Antártica Chilena presten a todos sus clientes o consumidores serán determinadas de acuerdo a las bases y procedimientos que se establecen a continuación y fijadas mediante decreto del Ministerio de Energía.
Artículo 2º.- 
Para los efectos de esta ley, se entenderá por:


1. Comisión: Comisión Nacional de Energía.


2. Ministerio: Ministerio de Energía.


3. Superintendencia: Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


4. Servicio de distribución de gas: el servicio caracterizado por el transporte de gas a través de una red de distribución unido a la entrega de dicho gas a los consumidores. El gas puede ser de producción propia o adquirido a terceros.


5. Servicios afines: los servicios prestados a clientes o consumidores por una empresa distribuidora, o por un tercero por cuenta de ésta, asociados al servicio de gas; tales como corte y reposición de servicio, término de servicio, envío de boleta o factura a una dirección especial, intervenciones en empalme y medidores por requerimientos del cliente.


6. Empresa productora: la entidad que elabora gas de red, con excepción de aquellas que producen gas natural desde yacimientos o desde plantas de regasificación de gas natural licuado. Incluye las entidades que producen gas manufacturado a partir de carbón, coque, derivados del petróleo, gas natural o cualquier otra materia prima, las que producen gas de origen biogénico, las que producen gas licuado de petróleo en fase gaseosa para su inyección en redes de transporte o distribución o cualquier otra mezcla de los anteriores o de éstos con aire.


7. Valor Nuevo de Reemplazo o VNR: se entenderá por VNR de las instalaciones de una empresa distribuidora, el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos destinados a dar el servicio de distribución de gas en la respectiva zona de servicio, incluyendo los intereses intercalarios, los derechos, los gastos y las indemnizaciones efectivamente pagadas para el establecimiento de las servidumbres utilizadas, los bienes intangibles y el capital de explotación. 


Entre los derechos no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito. Asimismo, se excluirán los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación, y en general todo pago realizado para adquirir una concesión a título oneroso. Los bienes intangibles corresponderán a los gastos de organización de la empresa y no podrán ser superiores al dos por ciento del valor de los bienes físicos. El capital de explotación será considerado igual a un doceavo de los ingresos de explotación. Las inversiones en bienes físicos no serán influidas por las variaciones en los valores de las acciones y bonos emitidos o por los intereses de los préstamos que se hayan tomado para reunir el capital necesario para ejecutar las obras, ni por las multas que se hayan impuesto al concesionario.

Artículo 3º. - Las tarifas que se fijen para el servicio de gas y los servicios afines, tendrán el carácter de precios máximos, no pudiendo discriminarse entre consumidores o clientes de una misma categoría en su aplicación. La estructura, nivel y mecanismo de indexación de las tarifas serán establecidos cada cinco años por el Ministerio de acuerdo con los procedimientos que se establecen más adelante, y fijados mediante decreto supremo, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.

Artículo 4º.- 
Para efecto de la fijación de tarifas, la empresa distribuidora respectiva deberá proporcionar toda la información necesaria y pertinente que le solicite la Comisión, en la forma y oportunidad que ésta determine.

Artículo 5º.- 
Las tarifas del servicio de gas se obtendrán a partir de la suma del valor agregado de distribución, en adelante e indistintamente “VAD” y del valor del gas al ingreso del sistema de distribución, que resulte de la aplicación de su respectiva metodología de cálculo.


La metodología para establecer el cálculo del valor del gas al ingreso del sistema de distribución que se traspasará a tarifas deberá corresponder a una gestión de compra o producción económicamente eficiente. Para ello, se podrá considerar las condiciones de abastecimiento y precios que la empresa de distribución pague por el gas y servicio de transporte con los cuales se provea desde distintas fuentes de abastecimiento, las condiciones de abastecimiento y los precios que otros grandes consumidores u otras empresas de distribución de la región paguen por el gas y servicios de transporte, así como también otros antecedentes que permitan reflejar una compra eficiente de gas, contratación eficientes de transporte o la utilización eficiente de las instalaciones de producción y/o  redes de transporte.

Tratándose de gas natural, se podrá considerar directamente su valor al ingreso del sistema de distribución o alternativamente su precio en el punto de ingreso al sistema de transporte o en el punto de ingreso a la prolongación de éste en territorio nacional, en caso de que dicho punto se encuentre ubicado en territorio extranjero, más los costos de transporte correspondientes. 


Tratándose de gas manufacturado o de otro tipo elaborado por la misma empresa distribuidora o por otra empresa productora, el gas podrá valorarse en el punto de conexión entre las instalaciones de producción y las instalaciones de distribución o alternativamente en el punto de conexión a las instalaciones de transporte más los costos de trasporte que  correspondan.


Las empresas de gas y las empresas proveedoras de gas  deberán entregar todos los antecedentes necesarios y pertinentes  que la Comisión les solicite a fin de disponer de los antecedentes necesario para la determinación de las referidas metodologías.

Artículo 6º.- La estructura, nivel y mecanismo de indexación de las tarifas del VAD y de los servicios afines serán establecidos sobre la base del costo total de largo plazo del servicio respectivo. 


Se entenderá por costo total de largo plazo de una empresa el monto equivalente a la suma de los costos de explotación y de capital asociados a la atención de la demanda prevista en su zona de servicio durante el horizonte de planificación de la empresa eficiente. El cálculo considerará el diseño de una empresa eficiente que inicia operaciones al comienzo del período tarifario, realiza las inversiones necesarias para proveer a todos los clientes o consumidores de los servicios involucrados, incurre en los costos de explotación propios del giro de la empresa. 


Los costos a considerar se limitarán a aquellos indispensables para que la empresa pueda proveer en forma eficiente el servicio de gas y los servicios afines en una determinada zona de servicio, incluyendo su expansión futura, de acuerdo a la tecnología eficiente y de menor costo entre las disponibles comercialmente, sujetándose dicha empresa eficiente a la normativa vigente, en particular en lo relativo a la calidad de servicio y seguridad de las instalaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, en el costo total de largo plazo se considerará el valor efectivamente pagado por los derechos de uso y goce del suelo, incluyendo los gastos e indemnizaciones pagadas para el establecimiento de las servidumbres utilizadas, indexado de acuerdo a la variación que experimente el índice de precios al consumidor. 


Si, por razones de indivisibilidad, la empresa eficiente proveyere, además, servicios no sujetos a fijación de precios, se deberá considerar sólo una fracción de los costos totales de largo plazo correspondientes, a efectos del cálculo de las tarifas de los servicios sujetos a fijación de precios a las que se refiere el artículo 9º. Dicha fracción se determinará en concordancia con la proporción en que sean utilizados los recursos de la empresa eficiente por los servicios sujetos a fijación de precios y por aquellos no sujetos a fijación. De similar forma, en caso que recursos indivisibles sean compartidos entre el servicio de distribución y los servicios afines, los costos de dichos recursos deberán repartirse entre los servicios indicados de acuerdo a la proporción en que sean utilizados por los mismos. 


Al valor de los costos de inversión de la empresa eficiente deberá descontarse, finalmente, la proporción del VNR correspondiente a las instalaciones aportadas por terceros en la respectiva zona de servicio. Dicho descuento deberá realizarse durante el tiempo de vida útil de las instalaciones aportadas por terceros que fije la Superintendencia o hasta que la empresa haya informado, en la forma y plazo que establezca la Superintendencia, su total reposición.

Artículo 7º.- 
La tasa de costo de capital aplicable a la empresa eficiente será calculada sobre la base de lo establecido en el artículo 32º del DFL Nº 323, de 1931, del Ministerio del Interior, Ley de Servicios de Gas. Las Bases del estudio de costo indicadas en el artículo 12º de la presente ley precisarán la metodología de cálculo de la tasa de costo de capital.


La tasa de costo de capital será utilizada como factor de actualización para todas las componentes del valor agregado de distribución y de los servicios afines, así como para la recaudación de la empresa eficiente.

Artículo 8º.- 
A efecto de calcular el valor del costo total de largo plazo, se considerará los costos de inversión y de explotación, el valor remanente de las inversiones y los impuestos a las utilidades. Los costos de explotación correspondientes a la empresa eficiente se definirán como la suma de los costos de operación, mantención y todos aquellos directamente asociados a la prestación de los servicios, que no sean costos de inversión. Los gastos financieros y amortizaciones no deberán ser considerados en los costos de explotación. El valor remanente de las inversiones se determinará a partir de la depreciación y la vida útil de los activos. 

Artículo 9º.- 
Las tarifas corresponderán a aquellas que, aplicadas a las demandas previstas para el horizonte de planificación de la empresa eficiente, generen una recaudación actualizada equivalente al costo total de largo plazo respectivo, permitiendo así el autofinanciamiento. 


En todo caso, se podrá establecer diferentes sectores tarifarios, cada uno con distintas tarifas de servicio de gas y de servicios afines, las cuales deberán resguardar el autofinanciamiento señalado en el inciso anterior.

Artículo 10.- 
La tarifa de cada servicio será indexada mediante su propia fórmula de indexación, la que se expresará en función de los índices de precios de los principales insumos del respectivo servicio. Esta fórmula de indexación será determinada en el estudio de costos mencionado en el artículo 11º y deberá ser construida de forma tal que la estructura de costos sobre la cual se apliquen los coeficientes de variación de los índices de precios de los respectivos insumos sea representativa de la estructura de costos de la empresa eficiente definida para estos propósitos. 


Las variaciones que experimente el valor de la fórmula de indexación deberán ser calculadas utilizando siempre los precios o índices publicados por organismos oficiales o por otros organismos cuyas informaciones publicadas sean de aceptación general. 


La empresa distribuidora comunicará cada mes a la Superintendencia el valor resultante de aplicar a las tarifas máximas autorizadas la variación de la fórmula de indexación respectiva, y este valor constituirá el precio máximo que se podrá cobrar a los clientes o consumidores. 


Cada vez que la empresa distribuidora realice un reajuste de sus tarifas, previamente deberá hacerlas públicas y comunicarlas a la Superintendencia. En todo caso, estas tarifas sólo podrán reajustarse dentro de los cinco primeros días de cada mes y no podrán exceder las tarifas máximas autorizadas debidamente indexadas. 

Artículo 11.- El valor agregado de distribución de gas, los costos de los servicios afines y la metodología para establecer el cálculo del valor del gas al ingreso del sistema de distribución se establecerán sobre la base de un estudio de costos efectuado por una empresa consultora contratada por la Comisión a través de un proceso de licitación pública. Dicho estudio deberá ceñirse a los criterios de eficiencia señalados en los artículos 5º y 6º de la presente ley y será financiado por la empresa distribuidora cuyas tarifas estén siendo fijadas, siendo este costo reconocido en las tarifas del valor agregado de distribución. Este estudio se realizará de acuerdo al procedimiento a que se refieren los artículos 12 y siguientes. Adicionalmente, el estudio de costos incluirá el cálculo de costo de capital correspondiente al proceso tarifario.

Artículo 12.- A lo menos 18 meses antes del término del período de vigencia de las fórmulas tarifarias del servicio de gas y de los servicios afines establecidas mediante el decreto señalado en el artículo 3º, la Comisión enviará a la empresa distribuidora las bases técnicas y administrativas preliminares del estudio de costos.


Las bases deberán establecer, a lo menos, los requisitos, antecedentes y la modalidad de presentación de ofertas. Asimismo, deberán especificar el período de análisis u horizonte de planificación de la empresa eficiente, los criterios de proyección de demanda, la metodología de cálculo de la tasa de costo de capital, los criterios de optimización de redes, tecnologías, fuentes de información para la obtención de los costos, fecha base para la referencia de moneda y todo otro aspecto que se considere necesario definir en forma previa a la realización del estudio. 


A partir de la fecha de envío de las bases preliminares y dentro del plazo de quince días hábiles, la empresa distribuidora podrá presentar sus observaciones a la Comisión.

Vencido el plazo anterior y en un término no superior a quince días hábiles, la Comisión comunicará las bases corregidas aceptando o rechazando fundadamente las observaciones planteadas. 


Dentro de los cinco días hábiles siguientes a la comunicación de las bases, la empresa distribuidora podrá solicitar a la Comisión mediante requerimiento escrito, la conformación de una Comisión Pericial para que dirima las observaciones que no hubiesen sido acogidas por la Comisión o que hubiesen sido acogidas parcialmente.


La Comisión Pericial estará conformada por tres expertos, uno propuesto por la Comisión, otro propuesto por la empresa distribuidora, y el tercero designado de común acuerdo, los que deberán ser designados dentro de los cinco días hábiles desde la recepción de la solicitud de conformación de la Comisión Pericial. Transcurrido dicho plazo sin que se hubiere nombrado a alguno de los expertos, éste será designado por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia dentro de los cinco días hábiles siguientes al referido vencimiento del plazo. Los peritos no deberán haber prestado servicios a la empresa o a la Comisión durante el último año.


Los honorarios de los miembros de la Comisión Pericial serán determinados por la Comisión con consulta a la empresa distribuidora y serán pagados por esta última.


Una vez nombrada la Comisión Pericial, ésta dispondrá de quince días hábiles para evacuar su decisión fundada, la cual será vinculante para todos los que participen en el proceso de fijación de tarifas, sin que proceda en su contra reclamación alguna.


Transcurrido el plazo para solicitar la conformación de la Comisión Pericial o una vez que la Comisión Pericial evacue su decisión definitiva si ésta fuera solicitada, la Comisión dispondrá de cinco días hábiles para comunicar las bases técnicas y administrativas definitivas a la empresa. 

Artículo 13.- El estudio será licitado, adjudicado y supervisado en conformidad a las bases técnicas y administrativas definitivas señaladas en el artículo anterior, por un comité integrado por un representante del Ministerio de Energía, un representante de la empresa distribuidora y un representante de la Comisión, quien además presidirá el referido comité. El llamado a licitación, la adjudicación y firma del contrato lo realizará el comité a través de la Comisión.


Asimismo, la Comisión establecerá el procedimiento para la constitución y funcionamiento de este comité.


El estudio deberá realizarse dentro de un plazo máximo de cinco meses a contar de la total tramitación del contrato. Sin perjuicio de lo anterior, el consultor que se adjudique el estudio deberá prestar el apoyo que sea necesario hasta la dictación de las correspondientes tarifas. 
Artículo 14.- No podrán participar en la mencionada licitación aquellas empresas consultoras relacionadas, filiales, coligantes o coligadas de la empresa distribuidora, como tampoco aquellas empresas consultoras cuyos socios, directores, gerentes o representantes legales, sean cónyuges o tengan una relación de parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado inclusive, con los socios, directores, gerentes o representantes legales de la empresa distribuidora, sus filiales, coligantes o coligadas, o que tengan o hayan tenido una relación contractual de carácter permanente o periódica relevante con las mismas en el último año contado desde la convocatoria a licitación, con excepción de la condición de cliente de la empresa. 
Artículo 15.- 
Los resultados entregados por el consultor del estudio deberán especificar, a lo menos, lo siguiente: 


a) El valor de la tasa de costo de capital;


b) Los criterios de dimensionamiento de la empresa eficiente;


c) El valor de los principales componentes de costos del servicio de distribución de gas;


d) La metodología de cálculo para obtener el valor del gas al ingreso del sistema de distribución;


e) Los costos de los servicios afines; y


f) Las fórmulas de indexación que permitan mantener el valor real de las tarifas que se establezcan durante su período de vigencia. 

Artículo 16.- 
A partir de la recepción conforme del estudio de acuerdo al contrato por parte del Comité, la Comisión dispondrá de un plazo de dos meses para elaborar y notificar a la empresa el informe técnico basado en los resultados del estudio.


En caso de existir observaciones respecto del informe técnico, la empresa distribuidora deberá presentarlas dentro de los quince días hábiles siguientes a la notificación del referido informe técnico por parte de la Comisión. La Comisión en un plazo de quince días hábiles, deberá responder aceptando o rechazando fundadamente las observaciones. 


Dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación de la resolución fundada que rechaza las observaciones formuladas de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior, la empresa distribuidora podrá solicitar a la Comisión mediante requerimiento escrito la conformación de una Comisión Pericial que dirima todas o algunas de las observaciones presentadas que no hubiesen sido acogidas por la Comisión o que hubiesen sido acogidas parcialmente. 


La Comisión Pericial estará conformada por tres expertos nombrados y financiados de igual forma a lo establecido en el artículo 12º.


Una vez conformada la Comisión Pericial, ella dispondrá de veinte días hábiles para evacuar su decisión y su elección de valores, costos y metodologías a los que se refiere el inciso siguiente, la cual será vinculante para todos los que participen en el proceso de fijación de tarifas, sin que proceda en su contra reclamación alguna.


La Comisión Pericial deberá indicar fundadamente cuál de los valores de costo total de largo plazo del valor agregado de distribución deberá utilizarse, pudiendo elegir entre el valor determinado en el informe técnico de la Comisión y el valor que resulte de la aplicación del total de observaciones que hubiese presentado la empresa. A su vez, la Comisión Pericial deberá indicar fundadamente cuál valor del costo total de largo plazo de cada servicio afín deberá utilizarse, pudiendo elegir entre el costo determinado en el informe técnico de la Comisión y el costo resultante de la aplicación del total de observaciones que hubiese presentado la empresa. Asimismo, la Comisión Pericial deberá indicar fundadamente, si corresponde, cuál de las metodologías propuestas para calcular el valor del gas al ingreso del sistema de distribución deberá utilizarse, pudiendo elegir entre la metodología propuesta en el informe técnico de la Comisión y la metodología que resulte de la aplicación de todas las observaciones de la empresa.


La Comisión Pericial no podrá elegir entre resultados parciales de costos, o entre criterios que se hubiesen presentado como observaciones, sino sólo entre valores y metodologías finales.


En un plazo no superior a treinta días corridos contados desde la aceptación de las observaciones por parte de la Comisión o del pronunciamiento por parte de la Comisión Pericial a las observaciones que se hayan sometido a su conocimiento, la Comisión emitirá el informe técnico definitivo.

Artículo 17.- 
Antes de cuarenta y cinco días hábiles del término del período de vigencia de las fórmulas tarifarias, la Comisión enviará  al Ministerio el informe técnico definitivo y propondrá las fórmulas tarifarias para el siguiente período tarifario.
Artículo 18.- 
El Ministerio fijará las nuevas fórmulas tarifarias de acuerdo a lo establecido en el artículo 3º, dictando el decreto supremo correspondiente a lo menos veinte días hábiles antes del término del período de vigencia de las fórmulas tarifarias anteriores.


A más tardar, dentro de los treinta días corridos siguientes a la publicación en el Diario Oficial del respectivo decreto tarifario, la Comisión deberá hacer públicos los contenidos básicos del estudio de costos de distribución del consultor, los informes técnicos elaborados por la Comisión, así como todos los antecedentes relevantes del proceso de fijación de tarifas.

Artículo 19.- 
Una vez vencido el período de vigencia de las fórmulas tarifarias, éstas continuarán aplicándose, incluidas sus cláusulas de indexación, mientras no sean fijadas las nuevas fórmulas de acuerdo al artículo anterior. 


No obstante, las empresas distribuidoras deberán abonar o podrán cargar a la cuenta de los clientes o consumidores las diferencias producidas entre lo efectivamente facturado y lo que corresponda acorde a las fórmulas tarifarias que en definitiva se establezcan, por todo el período transcurrido entre el día de terminación del quinquenio a que se refiere el artículo 3º y la fecha de publicación de las nuevas fórmulas tarifarias.


Los montos producto de las reliquidaciones que sean procedentes serán reajustados de acuerdo al interés corriente vigente a la fecha de publicación de las nuevas tarifas, por todo el período a que se refiere el inciso anterior. Los montos producto de las reliquidaciones deberán abonarse o podrán cargarse en las boletas o facturas emitidas con posterioridad a la publicación de las tarifas, en el plazo, forma y condiciones que al respecto determine la Superintendencia.


En todo caso, se entenderá que las nuevas fórmulas tarifarias entrarán en vigencia a contar del vencimiento de las tarifas anteriores.

Artículo 20.- Si en el período que media entre dos fijaciones tarifarias, entrase en vigencia un nuevo contrato de suministro y/o transporte de gas que cambie significativamente las condiciones de abastecimiento, la empresa podrá solicitar una revisión de la metodología de cálculo del valor del gas al ingreso del sistema de distribución. 


La Comisión deberá responder en un plazo de treinta días hábiles contados desde la recepción de la solicitud, aceptando o rechazando fundadamente la nueva metodología de cálculo propuesta, debiendo ésta basarse en los criterios de eficiencia establecidos en el artículo 5º. La Comisión podrá solicitar a la empresa distribuidora, a las empresas de gas y a las empresas proveedoras de gas, toda la información que requiera, de acuerdo a lo indicado en los artículos 4º y 5º.


No obstante lo anterior, la Comisión podrá también requerir la revisión de la metodología de cálculo del valor del gas al ingreso del sistema de distribución si observara la entrada en vigencia de nuevos contratos de suministro y/o transporte de gas que cambiaran significativamente las condiciones de abastecimiento. En tal caso, la Comisión deberá informar a la empresa de distribución la nueva metodología, la cual deberá basarse en los criterios de eficiencia establecidos en el artículo 5º. La empresa en un plazo máximo de quince días hábiles podrá presentar por escrito a la Comisión sus observaciones a la metodología propuesta. La Comisión en un plazo de diez días hábiles, deberá responder aceptando o rechazando fundadamente las observaciones.


Dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación que rechaza la metodología de cálculo propuesta de acuerdo a lo señalado en el inciso segundo o las observaciones formuladas por la empresa de acuerdo a lo señalado en el inciso tercero, la empresa distribuidora podrá solicitar la conformación de una Comisión Pericial que dirima las observaciones que hayan sido rechazadas o acogidas parcialmente por la Comisión. 


Los criterios de conformación y financiamiento de esta Comisión Pericial, serán los mismos indicados en el artículo 12. 


La Comisión Pericial dispondrá de diez días hábiles para evacuar su decisión, debiendo indicar fundadamente cuál de las metodologías propuestas para calcular el valor del gas al ingreso del sistema de distribución deberá utilizarse, pudiendo elegir únicamente entre la nueva metodología propuesta por la empresa y la propuesta por la Comisión. 


En un plazo no superior a veinte días hábiles contados desde la aceptación de las observaciones por parte de la Comisión o del pronunciamiento por parte de la Comisión Pericial, la Comisión informará al Ministerio las nuevas fórmulas tarifarias, acompañadas de un informe técnico. El Ministerio fijará las nuevas fórmulas tarifarias mediante decreto supremo, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.


Las nuevas fórmulas tarifarias tendrán vigencia desde el mismo momento que entre en vigencia aquel nuevo contrato de suministro y/o transporte de gas que dio origen a la revisión extraordinaria de las fórmulas tarifarias o cuatro meses después de la solicitud de revisión efectuada por la empresa, si este hecho ocurriera con posterioridad a la entrada en vigencia del nuevo contrato, y hasta el término del período tarifario en curso al iniciarse la revisión de la metodología del valor de gas.

No obstante, en el caso que la publicación de las nuevas fórmulas tarifarias sea posterior el inicio de vigencia de éstas, las empresas distribuidoras deberán abonar o podrán cargar a la cuenta de los clientes o consumidores las diferencias producidas entre lo efectivamente facturado y lo que corresponda acorde a las fórmulas tarifarias que en definitiva se establezcan, por todo el período transcurrido entre el día de inicio de vigencia de las nuevas fórmulas tarifarias y la fecha de su publicación.


Los montos producto de las reliquidaciones que sean procedentes serán reajustados de acuerdo al interés corriente vigente a la fecha de publicación de las nuevas tarifas, por todo el período a que se refiere el inciso anterior. Los montos producto de las reliquidaciones deberán abonarse o podrán cargarse en las boletas o facturas emitidas con posterioridad a la publicación de las tarifas, en el plazo, forma y condiciones que al respecto determine la Superintendencia.

Artículo 21.- Se aplicará a las empresas distribuidoras de la XII Región de Magallanes y la Antártica Chilena, lo establecido en el Decreto con Fuerza de Ley N° 323, de 1931, del Ministerio del Interior, Ley de Servicios de Gas, en todo aquello que no sea contrario a la presente ley. 

Artículo Transitorio.- Dentro de los quince días hábiles siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, el Ministerio, previo informe de la Comisión, dictará un decreto bajo la fórmula “por orden del presidente de la República” estableciendo las fórmulas tarifarias aplicables al servicio de gas y servicios afines que presten las empresas distribuidoras de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena. 


Para estos efectos, la Comisión se basará en las fórmulas tarifarias que las empresas distribuidoras hayan aplicado en dicha región al 1° de enero de 2010. Estas fórmulas tarifarias se aplicarán hasta la dictación del decreto con las nuevas fórmulas tarifarias establecido en el artículo 3º.”.

Dios guarde a V.E.

SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE

Presidente de la República

RICARDO RAINERI BERNAIN

Ministro de Energía
